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Resumen
Son las políticas publicas las herramientas estructurantes dentro de las leyes proferidas por
los órganos del poder público, quien a través del Estado como garante principal, no solo del
cumplimiento de buena fe de los pactos, tratados y convenios de derecho internacional,
principalmente en materia de los derechos humanos, sino de las políticas publicas que permiten
cumplir con los cometidos esenciales de cada Estado y como en el caso colombiano, las políticas
publicas ordenadas por el SIDH, se consolidan a través de sus múltiples organismos en variados
niveles, con el fin de ejercer una función pública idónea con los principios y postulados
constitucionales como derechos fundamentales, constitucionales y convencionales.
Abstrac
Public policies are the structuring tools within the laws issued by the organs of public
power, who through the State as the main guarantor, not only of compliance in good faith with the
pacts, treaties and conventions of international law, mainly in matters of human rights, but public
policies that allow compliance with the essential tasks of each State and as in the Colombian case,
the public policies ordered by the ISHR, are consolidated through its multiple agencies at various
levels, in order to To exercise an adequate public function with the principles and constitutional
postulates as fundamental, constitutional and conventional rights.
 Investigación académica realizada como requisito del diplomado internacional de derechos humanosrealizado en Costa Rica, (Estados Unidos de América).
 Estudiante de Quinto (5°) año de Derecho de la Universidad Libre Seccional Cúcuta.
  Estudiante de Quinto (5°) año de Derecho de la Universidad Libre Seccional Cúcuta.
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Introducción
La organización y dirección de un Estado implica la toma de decisiones en múltiples
campos de la vida política y social, ello con el fin de apegarse a los principios esbozados en los
ordenamientos jurídicos vigentes, con el fin de lograr el cumplimiento satisfactorio de realizar las
labores encomendadas dentro de la función pública, siendo una de las más importante la promoción
de políticas públicas, estas con el sistema procedimental suficientemente estructurado para dar
aplicación a tales postulados nacionales e internacionales en cada lugar del territorio colombiano.
Resultando necesario que un Estado haga parte de organismos internacionales que se unen
en la protección de los Derechos Humanos, como ocurre en Colombia con su adherencia a las
Naciones Unidas, y consecuentemente a su órganos directivos, que al final a través de su
pronunciamientos dan la guía que internamente debe reforzarse, respecto de la protección del ser
humano como elementos fundamental en el planeta, pero dicha protección debe ser garantista, que
logre mantener un ecosistema apto para la toma de decisiones y la puesta en marcha de las mismas.
Ecosistema sociopolítico económico y cultural, donde se brinden las herramientas
suficientes para proteger los derechos sin aplicar métodos coercidos o de extrema violencia, pues
el al final y al inicio, la población-ser humano, quien se encarga de proteger sus derechos y
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garantizar el goce efectivos de los mismos, sea que dicho ser humano se encuentre en la más alta
esfera gubernamental, pues el estar allí le indica el cumplimiento de los fines esenciales del Estado
a través de políticas publicas que garanticen los mínimos vitales a la población de Estado
colombiano.
Metodología
La metodología es cualitativa, con enfoque hermenéutico documental, donde se proyecta el análisis
de los documentos primordiales que se han utilizado en la producción e implementación de las
políticas públicas ordenadas por el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, en Colombia.
Planteamiento del problema
En el sistema jurídico internacional existen instituciones del derecho internacional (publico) como
lo es la costumbre, los actos unilaterales y los pactos, tratados y convenios internacionales que
celebran los diferente Estados a través de instituciones como la Organización de Estados
Americanos (OEA), donde se creó consensuadamente, a los órganos que se encargaran de la
protección y promoción de los derechos que están contenidos en dichos instrumentos
internacionales.
Razón por el cual se consolido el SIDH o Sistema Interamericano de los Derechos
Humanos, con la aprobación de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre
en la Novena Conferencia Internacional Americana celebrada en Bogotá, Colombia en 1948, en el
marco de la cual también se adoptó la propia Carta de la OEA, que proclama los "derechos
fundamentales de la persona humana" como uno de los principios en que se funda la Organización.
En el desarrollo y cumplimiento de las funciones de tales órganos del SIDH, como lo son,
la Comisión y la Corte Interamericana de los Derechos Humanos, se han desarrollado políticas
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públicas que han sido un concepto guía, pero para llegar a la construcción de políticas públicas, se
requiere un concepto más amplio y aparentemente complejo, el cual es “Rights based approach”,
o como su traducción literal puede indicar, “Enfoque de derechos”, cuyos orígenes se remontan  a
los problemas de las guerras y conflictos armados que se evidenciaron a través de reuniones
internacionales de múltiples Estados, como lo es la Cumbre de Copenhague sobre Desarrollo Social
en 1995.
Dicho enfoque básico de los derechos, en adelante EBD, es una metodología practica para
desarrollar políticas públicas, pues requiere una serie de elementos como:
 Un objetivo principal.
 Un enfoque basado en los derechos humanos o en algún pacto, tratado o convenio
internacional que busque proteger tales derechos necesarios e inherentes al ser humano.
(adhesión y suscripción a un instrumento de derecho internacional).
 Guiado por los principios del derecho internacional e interno, sumado a la
constitucionalización del derecho; el bloque de constitucionalidad como guía
estructurante para proferir políticas públicas que beneficien a la sociedad general.
Como dichos requisitos no son los únicos, pero sí de suma importancia, ya que ayudaran a
la regulación y efectiva puesta en marcha de las políticas públicas que buscan proteger los derechos
humanos, Colombia como Estado parte ha aplicado dicha metodología internamente respecto de
sus políticas públicas a través del Departamento Nacional de Planeación (en adelante DPNP), el
cual promueve el Desarrollo Social, que indica las condiciones de vida de la población en
Colombia, las cuales están ligadas al desempeño de los diferentes sectores sociales. Por ejemplo,
la educación y la salud fortalecen el capital humano necesario para la generación de ingresos, factor
que a su vez determina el estado de pobreza de un hogar.
Así mismo, la distribución del capital humano en la población determina la composición y
salarios en el mercado laboral, lo cual determina en gran medida la distribución del ingreso. Dado
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que es a través del empleo, que las personas generan la mayoría de sus ingresos, la coyuntura
laboral tiene repercusiones fundamentales sobre la pobreza, como también sobre la distribución del
ingreso. El principal objetivo de la Política Social de Colombia es lograr que todos los colombianos
tengan acceso a educación de calidad, a una seguridad social equitativa y solidaria, al mercado
laboral promoviendo la formalización o apoyando el emprendimiento a través de mecanismos de
promoción social efectivos.
De esta manera, se pretende generar las condiciones necesarias para que cualquier
habitante, sin importar su condición sociocultural, pueda acceder a las oportunidades que el Estado
otorga para su desarrollo personal y social. Allí, organismos internos de Colombia, como la
Dirección de Desarrollo Social del DNP contribuye a dar los lineamientos en los temas de su
competencia, que oriente las acciones del Gobierno Nacional, hacia la articulación y coordinación
de políticas públicas, con una visión de Estado en el largo plazo, encaminada a la reducción de la
pobreza, fortalecer la promoción del empleo lo cual genera mayor equidad.
Siendo ello una muestra de la multiplicidad de elementos que una política pública contiene,
puesto que, dentro de tal EBD, contenido en la política pública del Desarrollo social en Colombia,
se está dando aplicación a los principios y directrices del SIDH, respecto de la protección de los
derechos humanos, la cual se enfoca en la vida digna.
Con la suscrición de instrumentos del derecho internacional, por parte del Estado
colombiano, se debe entender su obligación de buena fe (pacta sum servanda), pues una de las
razones para adherirse, suscribir, asociarse, unirse o refrendar un instrumento que en el derecho
internacional confiere una serie de garantías o prerrogativas de gran avance en el desarrollo e
implementación de mecanismos protectores de los derechos humanos, vistos a través de la
constitucionalización del derecho y la humanización del mismo, requieren ejes medios y de nivel
interno en cada Estado, para poner en marcha tales planteamientos generales.
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Es así que se erigen las políticas públicas dentro de un Estado o sistema de gobierno, ante
la creciente necesidad de llegar a más lugares del territorio con el univoco fin de satisfacer los fines
esenciales del creciente y cambiante Estado Social ( y democrático) de Derecho, sistema político
que Colombia profesa desde la Constitución Política de 1991, pues la Asamblea constituyente así
lo expreso, basados en los cambios que en el continente, y más que ello, en el mundo, los sistemas
de gobierno requerían en pro de la protección del ser humano, como estructura fundamental del
Estado.
Concretando lo anterior a través de la Función pública, como herramienta interna de los
Estado, pues se requiere de una gestión humanizadora que tome las políticas públicas, no solo en
materia de organización general del Estado, sino en pro del fin primigenio del Estado. Llegando a
acatar los postulados (algunos vinculantes) expresados por los órganos integrantes del S.I.D.H, en
especial cuando la Comisión Interamericana de Derecho Humanos hace un llamado a los Estados
parte a revisar sus estructuras organizaciones para que apliquen políticas públicas que favorezcan
la implementación instrumentos como el control de convencionalidad, la protección de los
derechos humanos, el respeto por los Estados parte y la creciente ayuda humanitaria, que más allá
de las polarizaciones y tintes políticos que se pretendan expresar, debe atenerse a los principios
generales del S.I.D.H.
Requiriéndose, tener una serie de conocimientos básicos sobre los conceptos de una política
pública y su aplicación; generando un ecosistema jurídico y social, apto para que Estados parte
como Colombia, tome más conciencia gerencial al momento de aplicar las políticas públicas
ordenadas por el Sistema Interamericano de Derecho Humanos.
Justificación del Problema
Entendida la justificación, como los elementos organizacional o norte a buscar, se entiende que los
criterios principales que la componen, es decir, la importancia, relevancia y pertinencia, resultan
importantes al discriminarlos acorde a lo estudiado, así:
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 La importancia se denota en la actualidad social y jurídica que Colombia está atravesando,
no solo por la circundante implementación de la Jurisdicción Especial para la Paz y el
proceso de Paz realizado con uno de los principales grupos al margen de la ley en Colombia
(FARC-EP), sino porque todos los gobiernos, que llegan al poder, deben contemplar las
directrices de sus órganos que fortalecen la interacción entre las ramas del poder, que están
para cumplir los fines esenciales del Estado Social de Derecho; en ese sentido desde las
políticas públicas expuestas en el contexto del SIDH se han expresado las distintas
directrices para aplicar dentro de los territorios de los Estados parte de la convención como
instrumento base del SIDH.
 Si bien en el Colombia se han desarrollado políticas públicas, el problema radica en la falta
de publicidad que se le debe dar a temas estructurantes dentro de la función pública, labores
que la justicia por siempre ha abanderado, más allá de ser su deber, pues es el Estado, a
través del gobierno, quien toma las decisiones respecto de las políticas públicas cuya
implicación social afecta a todos los habitantes del Estado colombiano.
 Siendo más que pertinente, determinar cuáles son las políticas públicas en Colombia y
cuales se han determinado a través de organismos e instrumentos internacionales como lo
es el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, que buscan dotar a la función pública
del Estado, de un ámbito más robusto para la protección de los derechos humanos,
fundamentales y constitucionales.
Formulación del problema
Aplicando la cosmovisión que el Sistema Interamericano de los Derechos Humanos expone
referente la protección de los derechos contenidos en los múltiples instrumentos del derecho
internacional y del derecho internacional humanitario (D.I.H.), resulta coherente preguntar por qué
acciones, especialmente políticas públicas en Colombia se han tomado para la protección de los
derechos humanos a nivel interno; y si estas han estado consecuentemente unidas a los principios
postulados por el S.I.D.H a través de sus dos principales órganos.
11
Con lo cual surge la incógnita de saber ¿Cuáles son las políticas públicas ordenadas por el
Sistema Interamericano de los Derechos Humanos, indistintamente sean peticionadas en sede de la
Comisión I.D.H., o de la CorIDH?, cuyos pronunciamientos vinculen al Estado colombiano a tomar
acciones a través del gobierno o de las distintas ramas del poder público?
Sistematización del problema
 ¿Qué noción básica y organizada vista a través de los postulados de la función pública se ha
creado referente al desarrollado de las políticas públicas?
 ¿Existen políticas públicas ordenadas por el Sistema Interamericano de Derechos Humanos
a los Estados parte de dicho sistema? y ¿de ser así, cuáles serían?
 ¿Cuáles son las políticas públicas ordenadas por el Sistema Interamericano de Derechos
Humanos, aplicadas en Colombia a través de las distintas ramas del poder público?
Objetivo (General) del Articulo académico
Identificar cuáles son las políticas públicas ordenadas por el Sistema Interamericano de Derechos
Humanos, cuya importancia incumbe al sistema jurisdiccional y gubernamental en Colombia.
Objetivos Específicos.
 Distinguir las nociones básicas de las políticas públicas, su forma de implementación y
requisitos generales.
 Sintetizar las políticas públicas ordenadas por el Sistema Interamericano de Derechos
Humanos, que se están aplicando actualmente en Colombia.
 Examinar las políticas públicas ordenadas por el Sistema Interamericano de Derechos
Humanos, aplicadas en Colombia a través de las distintas ramas del poder público.
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NOCIONES GENERALES DEL SISTEMA INTERAMERICANO DE LOS DERECHOS
HUMANOS.
El Sistema Interamericano de Derechos Humanos es el marco para la promoción, prevención y
protección de los derechos humanos, a su vez se constituye como un recurso al alcance de los
habitantes del continente americano que se han visto afectados por las violaciones de sus derechos
humanos a manos de uno o varios Estados.
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Con lo cual se busca dotar de los suficientes y competentes mecanismos de protección y
ayuda a quienes se han visto afectados por dicho actuar de los Estados, en especial de algunos
sectores que los integran o están al margen de la ley y provocan las diferentes alteraciones de orden
público, social e incluso emocional, a los habitantes de cas región o Estado, más allá si este es parte
o hace formalmente parte de este sistema.
A su vez este Sistema Interamericano de Derecho Humanos está compuesto por dos órganos
principales:
1. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) con sede en la ciudad de
Washington D.C. y de ahora en adelante (CIDH)
2. La Corte Interamericana de Derechos Humanos, con sede en San José de Costa Rica. De
ahora en adelante (Corte IDH)
Dicho sistema se funda en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del
Hombre, adoptada en 1948, la Carta de la OEA (1948) y en la Convención Americana sobre
Derechos Humanos, suscrita en 1969, la cual está vigente desde el año 1978.
Los cuales están encargados de los procedimientos según sea el caso de violación de los
DD.HH., de acuerdo con su competencia proceden las medidas provisionales (Corte IDH) y las
medidas cautelares (CIDH), con el lleno de los requisitos que el Sistema Interamericano de
DD.HH., ha adecuado para acceder ante esta instancia internacional.
Las Políticas públicas como herramientas del Sistema Interamericano de Derechos
Humanos (SIDH).
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Surge la necesidad de acondicionar una herramienta lo suficientemente fuerte y estructurada para
dar aplicación a aquello que se logró a través de la Declaración Universal de Derechos Humanos,
pues su sentido literal denota el carácter “utópico” que la declaración contiene, aclarando que no
se pretende dejar tal pensamiento o ilusión como un postulado en letras, por el contario se busca
hacer viable y realizable. Ello porque:
La Asamblea General (de la Organización de las Naciones Unidas) proclama la presente
Declaración Universal de Derechos Humanos como ideal común por el que todos los pueblos y
naciones deben esforzarse, a fin de que tanto los individuos como las instituciones, inspirándose
constantemente en ella, promuevan, mediante la enseñanza y la educación, el respeto a estos
derechos y libertades, y aseguren, mediante medidas progresivas de carácter nacional e
internacional, su reconocimiento y aplicación universales y efectivos, tanto entre los pueblos de
los Estados miembros como entre los de los territorios bajo su jurisdicción1. Subrayado, negrilla
y cursiva fuera de texto.
Así, lograr la efectiva puesta en marcha de ese ideal común para todos los pueblos es trabajo
de cada Estado parte, pero para ello deben asumir las directrices o guía del interprete superior de
tal instrumento contentivo de la proclama de los derechos humanos. Debiendo cada sistema jurídico
nacional (de cada Estado que suscribió y aprobó dicha declaración), de la mano de las ramas del
poder público, sin distinción especial alguna de las tres (03) ramas o triplete institucional
presentado por Montesquieu en El Espíritu de las Leyes (1748); que están en muchos de los Estados
se evidencian, como el caso de Colombia, para así formular e implementar políticas públicas que
permitan la efectiva garantía y protección de los derechos en pauta.
Razón por la cual el análisis del excelso historiados, psicólogo y filósofo Michel Foucault2,
en sus clases en el Collège de France de 1979, expone lo que implica el creciente neoliberalismo,
1 ONU. Organización de las Naciones Unidas. Declaración Universal de Derechos Humanos. París, Francia.Proclamada el día 10 de diciembre de 1948. Traducida en mas de 500 idiomas.2 Michel Foucault dió muchos sentidos diferentes al concepto de gubernamentalidad, pero al final de unareflexión en constante evolución, el filósofo francés define este concepto como el “arte de gobernar” o tambiéncomo el conjunto de “técnicas y procedimientos destinados a dirigir la conducta de los hombres” (FOUCAULT, M.,
Segurança, Território, População, Martins Fontes, São Paulo, 2008, p. 532). Para Loïc Wacquant, lo que hay de“neo” en el neoliberalismo es “la reingeniería y la reestructuración del Estado como principal agencia queconforma activamente las subjetividades, las relaciones sociales y las representaciones colectivas apropiadasque hacen que la ficción de los mercados se vuelva real y relevante” (WACQUANT, L., “Três etapas para uma
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como una gubernamentalidad, entendido en su traducción como el “arte de gobernar”, cimentado
en una serie de normativas y procedimientos aplicados por parte del gobierno de turno con el
objetivo de dirigir a los habitantes del territorio a través del ejercicio de libertades, concebida bajo
el nombre de “radical utilitarista.”3
Tal elemento, la radical utilitarista, expuesta por Michel Foucault en el texto, Nacimiento
de la Biopolítica, da a entender que las prácticas gubernamentales se extienden hors l’État o fuera
del Estado¸ como indica su traducción literal del idioma francés; busca llegar a cada ser humano
como una lógica de “gobierno de sí y de los otros”, individualizando cada práctica gubernamental,
creando prácticas sociales de autocontrol (como lo profundiza en Vigilar y Castigar); y de control
ambiental, fabricando, al nuevo sujeto neoliberal, que se empodera de si mismo, siendo su propio
“jefe”4.
Visto ello, el SIDH entiende que cada Estado es Autónomo, pero al acoplarse a los
instrumentos del derecho internacional o del Derecho Internacional Humanitario, deben cumplirse
de buena fe, para ello y con miras a no inmiscuirse más allá de lo que sus funciones indican, pero
sin dejar de ser simplemente en muchos casos, un sistema externo, que como lo ven algunos
Estados acorde a sus acciones, es subsidiario en los pronunciamientos en la aplicación de las
disposiciones jurídicas internas.
Ahora bien, las Naciones Unidas se han pronunciado ante muchas situaciones, como lo es
el caso de los organismos financieros internacionales, donde les peticionan directamente que
incorporen en sus proyectos el denominado Enfoque Basado en Derechos (EBD en adelante), en
antropologia histórica do neoliberalismo realmente existente”, CADERNO CRH, Salvador, v. 25, n. 66, Set./Dez.2012, p. 507).3 FOUCAULT, M., Nascimento da Biopolítica, Martins Fontes, São Paulo, 2008, p. 53.4 FOUCAULT, Nascimento da Biopolítica, ..., p. 317. DARDOT & LAVAL, La nouvelle raison du monde, ..., p. 402-456.
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idéntico sentido a la academia y sectores culturales de los Estados parte de las ONU, para se
difunda, enseñe y aplique tal enfoque.
En el desarrollo y cumplimiento de las funciones de tales órganos del SIDH, como lo son,
la Comisión y la Corte Interamericana de los Derechos Humanos, se han desarrollado políticas
públicas que han sido un concepto guía, pero para llegar a la construcción de políticas públicas, se
requiere un concepto más amplio y aparentemente complejo, el cual es “Rights based approach”,
o como su traducción literal puede indicar, “Enfoque de derechos”, cuyos orígenes se remontan  a
los problemas de las guerras y conflictos armados que se evidenciaron a través de reuniones
internacionales de múltiples Estados, como lo es la Cumbre de Copenhague sobre Desarrollo Social
en 1995.
Dicho enfoque básico de los derechos, en adelante EBD, es una metodología practica para
desarrollar políticas públicas, pues requiere una serie de elementos como:
 Un objetivo principal.
 Un enfoque basado en los derechos humanos o en algún pacto, tratado o convenio
internacional que busque proteger tales derechos necesarios e inherentes al ser humano.
(adhesión y suscripción a un instrumento de derecho internacional).
 Guiado por los principios del derecho internacional e interno, sumado a la
constitucionalización del derecho; el bloque de constitucionalidad como guía
estructurante para proferir políticas públicas que beneficien a la sociedad general.
Tratadistas y promotores de derechos humanos como Martha Nussbaum5, sintetizan a el
EBD, como un instrumento transformador de las prácticas del desarrollo que permite que las
5 NUSSBAUM, MARTHA, “Nature, Function and Capability: Aristotle on Political Distribution”, En: Oxford Studiesin Ancient Philosophy, Supplementary, Volume 1, 1998, pp. 145-184; NUSSBAUM, MARTHA, “Non-RelativeVirtues: An Aristotelian Approach”, En: NUSSBAUM, MARTHA y SEN, A. (eds.) The Quality of Life, Oxford:Clarendon Press, 1993.
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agencias, gobiernos, sociedad civil y organizaciones sociales modifiquen sus miradas y sus
acciones. Consecuentemente las agencias de desarrollo nacional e internacional deben organizar
los recursos en especialidades o áreas diferentes a la inicialmente indicadas, como las instituciones
financieras.
El trabajo mancomunado por los órganos de cada Estado, quien en su rama ejecutiva
direcciona dentro de su estructura interna las nuevas políticas públicas a aplicar con la inclusión o
participación de la sociedad civil y las organizaciones sociales se apropian de los derechos,
apersonándose en el cumplimiento de las obligaciones estatales, asumiendo labores más proactivas
que soluciones efectivamente los problemas socioculturales y económicos.
Las Políticas públicas y su desarrollo conceptual a través de los principales postulados
del Sistema Interamericano de Derechos Humanos.
Por otra parte, existen ciertos conceptos académicos, puestos en marcho dentro de los sistemas de
gobierno en todo el mundo, especialmente si se está hablando de función pública y organización
de la misma, como engranaje estructurante dentro del gobierno de turno, conocidas a través del
estudio de las políticas públicas que complementa la acción de las autoridades en el ejercicio de
gobernanza, los medios y los resultados obtenidos, permitiendo a su vez, el encuentro entre lo
social y el poder político.
La revisión de las políticas públicas en el caso colombiano, después de la Constitución de
1991, momento donde se consolida el Estado Social de Derecho, resulta significativa, puesto que
la consecución del bienestar social termina siendo un objetivo de Estado y dichas políticas se
traducen en legalidad tendientes a la garantía de los derechos sociales.
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En la búsqueda del bienestar social, permite no solo entretejer reflexiones frente al
cumplimiento de las garantías constitucionales, sino que la garantía de los derechos se establece
como alternativa ante los problemas públicos, en donde los alcances de las políticas públicas, por
un lado, terminan respondiendo a las necesidades de la colectividad, y con ello la superación de
situaciones de inequidad y, por otro lado, los límites en las políticas dificultan la vencimiento de
los problemas del país agudizados en situaciones sociablemente problemáticas relacionadas con el
crecimiento poblacional, la participación laboral, la educación y la pobreza.
La política pública como estudio, posee una escuela de académicos en Francia, máxime, su
aplicación, se enraíza en la tradición anglosajona. El desarrollo de esta ciencia generada en
Inglaterra y en los Estados Unidos en la década de los cincuenta, parte de la noción del gobierno y
la puesta en marcha de políticas eficaces que, cumpliendo con las metas trazadas, economicen
recursos para el Estado y los ciudadanos. Contraria a esta tradición, se encuentran los postulados
de Hegel, Weber y Marx referente al concepto de Estado, quienes lo definen como aquella
institución que trasciende a la sociedad, la moldea y la domina (Müller, 1994).
El término política pública se complementa de dos vocablos esenciales para la comprensión
conceptual. Por una parte, lo político y, por la otra, lo público. La palabra política posee a su vez
un carácter polisémico referido a la esfera de lo político, la actividad política y la acción pública
(Müller, 1994). Hablar de la esfera de lo político supone la distinción entre la sociedad civil y el
mundo de lo político; la política pasa a ser la esfera que potencialmente puede dar sentido a las
demás dado que es la que funda la existencia de la agrupación como tal al definir la existencia de
otro. La actividad política tiende a expresarse en la interacción entre los partidos políticos, la
obtención de puestos políticos y las formas de movilización.
Por último, la acción pública, se refiere a aquellos dispositivos políticos y administrativos
coordinados alrededor de objetivos comunes. Para Habermas (1973):
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[…] bajo la esfera de lo público entendemos en principió un campo de nuestra vida social,
en el que se puede formar algo así como opinión pública. Todos los ciudadanos tienen en
lo fundamental, libre acceso a él. Una parte de la esfera de lo público se constituye en cada
discusión de particularidades que se reúnen en público. (p. 123).
Políticas públicas de Colombia
Doctrinariamente las políticas públicas se estructuran como herramientas que propician el
funcionamiento del Estado y la puesta en marcha de las ciencias políticas, ya que permiten la
descentralización, desconcentración e incluso delegación de funciones inherentes al Estado,
quien en medio de sus engranajes debe llegar a cada uno de los rincones del territorio sobre el
cual ejercen la jurisdicción.
Abriendo un amplio margen de posibilidades que logran dar un mayor alcance a los
límites políticos que surgen frente al cumplimiento de los fines esenciales del Estado, entendidos
como situaciones socialmente problemáticas, que competen de manera importante al accionar
del Estado. De manera que al ser un eje del estudio de la ciencia del Estado en acción, con miras
a profundizar en el bienestar social, una vez identificado el problema social, metodológicamente
se empieza a construir la política pública social que pueda diezmar los efectos negativos de la
problemática social en cada región o municipalidad.
En virtud de lo anterior, es indispensable aplicar dos conceptos vitales en la
implementación y puesta en marcha de las políticas públicas, siendo la planificación y la
formulación elementos estructurantes que permiten la adopción de decisiones acertadas para la
transformación de situaciones socialmente problemáticas, por eso la toma de decisión se
enmarca en un modelo que busca primar los intereses (políticos, económicos o ideológicos)
particulares por encima de los colectivos, por lo mismo, el marco secuencial de la política
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pública minimiza lo empírico en el proceso de formulación, implementación y evaluación de
estas, porque entorpece el proceso de legitimación de soluciones ya que desconoce el rigor
científico, base para la planeación estratégica.
Logrando enfocar tales políticas publicas para afrontar situaciones problémicas como la
falta de cobertura en Salud, el bienestar social y habitacional de las viviendas para la población
en general con énfasis en los más necesitados debido a sus escasos recursos económicos, a través
de programas como las Viviendas de Interés Social (VIS) y las Vivienda de Interés Prioritario
para Ahorradores (VIPA); los programas de educación y becas que faciliten a los estratos
socioeconómicos mas bajos de Colombia, acceder a una educación de calidad con igualdad de
condiciones.
Estas son solo unas pocas de tantas buenas políticas públicas, que al igual que la
Declaración Universal de Derechos Humanos contienen el ideal de protección de los derechos
mínimos que todo ser humano meceré gozar, porque el tenerlos es una redundancia con el hecho
de enunciar un derecho, pues estos son inherentes a cada persona; el debate surge es al momento
de poner en marcha cada una de estas políticas públicas, pues en la actualidad se ha perpetuado
el sistema facilista y corrupto que se pervierte con facilidad ante los intereses de cada dirigente,
grupo empresarial, político o inescrupuloso que arremete con sus intereses personales por
encima del bien común.
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Finalmente, es de tener en cuenta que las políticas públicas se diferencian de las
disposiciones jurídicas, en especial de las leyes, pues estas últimas son un componente formal
de las políticas públicas, debido a que la ley materializa la forma de aplicación, regulación e
incluso duración de una política pública, como antes se enunciaron en temas de Salud,
educación, vivienda y bienestar social. La ley misma debería ser un instrumento que de
efectividad a la política pública, más allá de la hiperinflación legislativa que presenta Colombia,
lo paradójico es que aun existen temas regulados de forma tenue y otros que a través de los mal
llamados “micos legislativos” deforman la correcta aplicación de una ley contenedora de las
políticas públicas en Colombia. De tal razonar se organizan las políticas públicas en Colombia,
acorde al presente cuadro:
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Fuente: Torres Melo, J., y Santander, J. Introducción a las políticas públicas. Conceptos y herramientas desde la
relación entre Estado y ciudadanía. Ediciones Instituto de Estudios del Ministerio Público (IEMP). Bogotá, D.C.,
Nov. 2013. ISBN: 978-958-734-137-9 Recuperado de:
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/admon/files/empresas/ZW1wcmVzYV83Ng==/imgproductos/145005699
6_ce38e6d218235ac89d6c8a14907a5a9c.pdf
Estructura y características de las políticas publicas
Decir que se aplica una política pública, implica enunciar la estructura jerárquica que
ordena y ejecuta a través de las estructuras del Estado las acciones tendientes a efectivizar dicha
herramienta de equilibrio sociocultural. Autores como Fernández-Ballesteros (1996), organizan
el siguiente esquema o cuadro, que muestra la composición básica de una política pública en
cuatro (04) niveles correlacionados, así: i) el estratégico, ii) el de planeación, iii) el de
programación y iv) el de acciones de política, acorde este último a la figura #2.
Fuente: Torres Melo, J., y Santander, J. Introducción a las políticas públicas. Conceptos y herramientas desde la
relación entre Estado y ciudadanía. Ediciones Instituto de Estudios del Ministerio Público (IEMP). Bogotá, D.C.,




Fuente: Torres Melo, J., y Santander, J. Introducción a las políticas públicas. Conceptos y herramientas desde la
relación entre Estado y ciudadanía. Ediciones Instituto de Estudios del Ministerio Público (IEMP). Bogotá, D.C.,
Nov. 2013. ISBN: 978-958-734-137-9 Recuperado de:
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/admon/files/empresas/ZW1wcmVzYV83Ng==/imgproductos/145005699
6_ce38e6d218235ac89d6c8a14907a5a9c.pdf
El papel del Juez constitucional colombiano en el apoyo e implementación de las
políticas públicas ordenadas por el SIDH
La encargada de la guarda y supremacía constitucional, es decir la Corte Constitucional ha
iterado que respecto de los derechos fundamentales se erigen dos facetas importantes, a saber i)
allí se busca dar la protección del derecho y su goce efectivo, evitando que ajenos a su goce,
afecten a individuo; y ii) la acción a través de la cual se conjura y protege la posible vulneración
de derechos fundamentales, esto es a gracias a los mecanismos procesales que indiquen el
idóneo su goce efectivo (Sentencia T-133 de 2006).
Es indubitable que las altas cortes de cierta forma han aplicado el EBD, que hace
referencia el SIDH a través de sus dos (02) órganos principales, Comisión y Corte
Interamericana de Derechos Humanos, a través de las sentencia proferidas, en especial la Corte
Constitucional de Colombia, donde muestra la formación de políticas públicas con miras al
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segundo elemento o parte asistencial, ello indica que se quiere la satisfacción o goce efectivo
del derecho conculcado, pues como el mismo modelo de Estado Social y Democrático de
Derecho lo indica, la corte constitucional desde sus inicios ha sentado precedentes al respecto.
Una muestra de ello es la sentencia T-533 de 1992 se indicó que: “De manera general,
puede decirse que una ley, expedida por el Congreso de la República, preside el desarrollo de
la política pública mediante la cual se busca la efectividad de un determinado derecho
asistencial”; así mismo los argumentos del salvamento de voto del magistrado Eduardo
Cifuentes en 1999 cuando advirtió que: la eficacia de los Derechos Económicos, Sociales y
Culturales depende de la definición de políticas públicas que los desarrollen, puesto que
carecen de aplicación inmediata. (T-177 de 1999).
Llegando a la sentencia HITO de las políticas públicas en Colombia respecto de la
protección de los derechos, esta es la Sentencia T-595 de 2002, en la cual la Corte profirió en
su parte resolutiva que de forma favorable el del acceso de las personas en situación de
discapacidad al sistema integrado de transporte público Transmilenio de Bogotá, D.C.. allí el
alto tribunal constitucional sostuvo que “la integración social de personas como el accionante
constituye un problema público que ha de ser atendido mediante una política pública” . En tal
providencia expuso puntualmente los tres (03) elementos mínimos que debe tener toda política
pública y que son reiterados en la jurisprudencia nacional colombiana, así:
(…)
i) que la política efectivamente exista; ii) que la finalidad de la política pública debe tener como
prioridad garantizar el goce efectivo del derecho; y iii) que los procesos de decisión, elaboración,
implementación y evaluación de la política pública permitan la participación democrática.
Desde ese entonces, la corte constitucional ha tomado un papel fundamental en la toma
de decisiones del ejecutivo y legislativo respecto de las políticas públicas a implementar, donde
incluso a exhortado al congreso de la república de Colombia, esos honorables padres de la patria,
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para que legislen en temas fundamentales que muchas veces ha debido conjurar el mismo
tribunal constitucional, hasta que se expidan las leyes que desarrollen las políticas públicas.
De donde podemos hacer un brevísimo recuento jurisprudencial sobre políticas públicas,
que se han tomado a través de decisiones judiciales para proteger derechos fundamentales como:
los derechos de poblaciones en estado de vulnerabilidad6 personas con capacidades reducidas7
(discapacitados), niños y niñas8, población desplazada principalmente por la violencia9,
minorías étnicas10, población LGBTI11, vendedores ambulantes12 y recicladores13, entre otros.
Frente a estos grupos poblacionales, la Corte advierte dos tipos de obligaciones estatales
derivadas de la cláusula de erradicación de las injusticias presentes: un deber positivo de
implementar políticas encaminadas a lograr la igualdad real de la población y un deber negativo
que le ordena abstenerse de adoptar políticas regresivas que impliquen un retroceso para los
derechos de los afectados por una decisión pública14.
Lo anterior, acorde a que ha sido la corte quien asumió la obligación contenida en la misma
Constitución Política de 1991, tal y como lo referencio en Sentencia C-423 de 2005:
La Constitución ordena que, en la formulación de políticas públicas, así como en su imple-
mentación y evaluación, se incorpore específicamente el goce efectivo de los derechos y principios
constitucionales, lo cual no impide que las autoridades competentes democráticamente elegidas
6 En tal sentido la sentencia T-585 de 2008 indica que “Los sujetos en condición de debilidad manifiesta son los
principales destinatarios de políticas públicas que aseguren el goce efectivo de los derechos económicos, sociales y
culturales”.7 Al respecto las sentencias T-638 de 1999, T-823 de 1999, T-595 de 2002, T-149 de 2002, T-617 de 2005, T-061 de 2006, T-1248 de 2008, T-777 de 2009, T-765 de 2011 y T-285 de 2012.8 Al respecto las sentencias T-587-98, T-220-04, T-826-04, T-1030-06, T-170-07, T-1259-08, SU-225-98, T-988-08, T-321-08.9 Al respecto las sentencias T-602-03, T-025-04, T-919-06, T-966-07, T-821-07, T-725-08, T- 560-08, T-817-08,T-038-09, T-479-11, T-675-11, y los Autos 027-07, 005, 007, 008 de 2009, 382, 383, 385 de 2010.10 Al respecto las sentencias C-175-09, T-113-09, T-514-09.11 Al respecto la sentencia T-314-11.12 Al respecto las sentencias T-772-03, T-465-06, T-729-06, T-773-07, T-630-08, T-1179-08, T-775-09, T-244-12.13 Al respecto las sentencias T-411-09, T-291-09.14 Este grupo está conformado por las sentencias T-772-03, T-826-04, T-025-04, C-174-04, C-423-05, T-411-09, T-291-09, T-479-11.
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fijen prioridades y definan, dentro de los márgenes de configuración que les son propios, el
contenido de tales políticas públicas (C-423 de 2005).
Finalmente, la Corte Constitucional en Sentencia T-653/12 ha indicado el alcance de las
decisiones de los órganos del SIDH, como el caso de la CorIDH.
CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS-Alcance de sus decisiones
Los fallos proferidos por los tribunales internacionales de derechos humanos, en ejercicio de la función
jurisdiccional que le reconocen los estados, no deben encontrar obstáculos en su cumplimiento y no deben
tener oposición por parte de las autoridades encargadas de cumplirlos. Los argumentos de derecho interno
–sean estos de la índole que sean- no deben servir de pretexto para la mora en su acatamiento; el genio
local no puede fungir como un falso espíritu protector para el Estado condenado internacionalmente, detrás
del cual este pueda esconderse para no honrar sus compromisos internacionales.
CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS-Finalidad
La Corte Interamericana tiene atribuciones en materia consultiva y contenciosa. Cuando ejerce estas
últimas, que es su función propia y estrictamente jurisdiccional, no hace cosa diferente que –luego de
adelantar un proceso- declarar si encuentra o no probado un incumplimiento del Pacto de San José por
parte del Estado demandado. Dado que este instrumento internacional es un tratado de derechos humanos,
el Tribunal debe establecer si existen concretas violaciones de dichos derechos. Así las cosas, de manera
voluntaria, expresando su voluntad de acatamiento y de cara a unas finalidades, el Estado Colombiano se
hizo parte del Pacto de San José de Costa Rica y aceptó la jurisdicción del tribunal internacional por él
creado.
Indicando que efectivamente órganos del Estado Colombiano tienen: “las competencias
del Programa Presidencial de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario,
señala que la entidad cumple funciones de asesoría, formulación de políticas públicas,
acompañamiento y seguimiento de tareas encargadas por el presidente de la República”.
Dejando como conclusión que, a pesar de existir tal competencia, aun son muchos los
retos internos en Colombia que deben surtirse para dar aplicación completa a las políticas
publicas del SIDH, que principalmente son en pro de los Derechos Humanos, así mismo la corte
constitucional a fungido y subsanado en múltiples ocasiones las falencias de las demás ramas
del poder público, profiriendo fallo que conjuran de momento la vulneración de derechos
fundamentales que deben protegerse a través de leyes que indican el procedimiento a seguir en
la promoción y protección de los derechos como una política publica constante en el mundo.
27
Bibliografía
ACOSTA LÓPEZ, J. & BRAVO RUBIO D., “El cumplimiento de los fines de reparación
integral de las medidas ordenadas por la CORIDH de Derechos Humanos: énfasis en la experiencia
colombiana” en International Law: Revista colombiana de derecho Internacional, No. 13, Junio-
noviembre de 2008.
ACNUR- Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Refugiados, Preguntas frecuentes
sobre el enfoque de derechos humanos en la cooperación al desarrollo, Nueva York y Ginebra,
2006.
Alza Barco, C., “El Derecho Humano al agua: el enfoque de derechos aplicado a los
servicios públicos”, en: Teoría General del Derecho Constitucional. RAE – Jurisprudencia. Revista
de Análisis Especializado de Jurisprudencia. Ediciones Caballero Bustamante. Lima: 2009. pp.
717-754.
Asamblea General de las Naciones Unidas. La Declaración Universal de los Derechos
Humanos (DUDH). Resolución 217 A (III). 10 de diciembre de 1948.
Banco Mundial (Ed.) (2011). Indicadores de desarrollo mundial. Recuperado de
http://datos.bancomundial.org
Cano, L., et al. (2011). La investigación de las políticas públicas: Contribuciones desde la
academia. Medellín: Universidad Nacional, RAPP.
Cárdenas, M. y Mejía, L. Migraciones Internacionales en Colombia: ¿Qué Sabemos?
Bogotá: CEPAL, Documento de Trabajo No. 30, septiembre de 2006.
CEPAL, Informe sobre el desarrollo de las estadísticas oficiales en América Latina y el
Caribe, CEPAL, Bogotá, 2009.
Convención Americana: http://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/b--‐32.html
Colombia. Congreso de la Republica. Secretaria del Senado. Constitución Política de 1991.
Bogotá.
Colombia. Congreso de la república. Secretaria del Senado. Ley 270 De 1996. “por medio
de la cual se aprueba la ley estatutaria de administración de justicia”.
Colombia. Congreso de la Republica. Secretaria del Senado. Ley 1564 de 2012 “por la cual
se reglamenta el Código General del Proceso”.
28
COLOMBIA., Congreso de la República, secretaria del Senado. Ley 288 de 1996. “Por
medio de la cual se establecen instrumentos para la indemnización de perjuicio a las víctimas de
violaciones de derechos humanos en virtud de lo dispuesto por determinados órganos
internacionales de Derechos Humanos”
COLOMBIA., Congreso de la República, secretaria del Senado. Ley 975 de 2005.
Reglamentada parcialmente por los Decretos Nacionales 4760 de 2005, 690 , 2898 y 3391 de 2006,
Reglamentada por el Decreto Nacional 3011 de 2013. “Por la cual se dictan disposiciones para la
reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan
de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos
humanitarios”.
COLOMBIA., Congreso de la República, secretaria del Senado. Ley 1444 de 2011. “por
medio de la cual se escinden unos Ministerios, se otorgan precisas facultades extraordinarias al
Presidente de la República para modificar la estructura de la Administración Pública y la planta de
personal de la Fiscalía General de la Nación y se dictan otras disposiciones”.
COLOMBIA., Presidencia de la República, Decreto 4100 de 2011.
COLOMBIA., Presidencia de la República, Decreto 4085 de 2011.
CONPES-Consejo de Política Económica y Social (2009) Política Integral Migratoria
Bogotá: Departamento Nacional de Planeación. 2009.
Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-351/13. Magistrado Ponente: JORGE
IGNACIO PRETELT CHALJUB. Bogotá D. C., diecinueve (19) de junio de dos mil trece (2013)
Referencia: expediente D- 9380. Recuperado de:
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2013/C-351-13.htm
DANE-Departamento Nacional de Estadística Boletín de prensa Nº 12. Producto interno
bruto, 2013
Escobar, A. (1986, mayo–agosto). La Invención del Desarrollo en Colombia. Lecturas de
Economía, 20, 9 - 35.
Estatuto de la Corte: http://corteidh.or.cr/estatuto.cfm
Estatuto de la Comisión Interamericana: http://www.cidh.org/Basicos/Basicos9.htm
Foucault, M., Nascimento da Biopolítica, Martins Fontes, São Paulo, 2008a.
29
Guerra Moreno, D. L., Clavijo Cáceres, D.  (2015). Reparación integral: la justicia
restaurativa como tendencia de la reparación directa en Colombia. Bogotá, D.C. grupo editorial
Ibáñez 328 págs.
Gutierrez, A., El Bloque de Constitucionalidad. Conceptos y Fundamentos, Universidad
Externado de Colombia, Bogotá, 2007.
Habermas, J. (1987). Teoría de la acción comunicativa (Tomo 2). París: Fayard.
Lahera, E. (2008) ¿Qué son las políticas públicas? El Tiempo. Recuperado de http://
www.clad.org/portal/publicaciones-del-clad/revista-clad-reforma democracia/artículos/035-junio-
2006/0052643
Lemaitre Ripoll, J. (Comp.) Derechos enterrados. Comunidades étnicas y campesinas en
Colombia, nueve casos de estudio. Bogotá, Colección CIJUS- Universidad de los Andes, 2010.
Martín, R., Sánchez, B., Velásquez, M. y Vidal, R., “Políticas públicas sobre migración en
Colombia” Chiarello, Leoinir (Coord.) Las Políticas Públicas sobre Migraciones y la Sociedad
Civil en América Latina. Los casos de Argentina, Brasil, Colombia y México. New York,
Scalabrini International Migration Network,2011.
Martínez, J. y Villa, M. Tendencias y patrones de la migración internacional en América
latina y Oficina Del Alto Comisionado De Las Naciones Unidad Para Los Derechos Humanos,
Preguntas frecuentes sobre el enfoque de Derechos Humanos, Nueva york y Ginebra, ONU, 2006.
PNUD, Los derechos humanos en el PNUD. Nota práctica, 2005.
Pérez, L. (2007). Desarrollo, derechos sociales y políticos públicos. En Los derechos socia-
les en serio. Hacia un diálogo entre derechos y políticas públicas. Bogotá: DeJusticia.
Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Comisión 137° período
ordinario de sesiones, celebrado del 28 de octubre al 13 de noviembre de 2009; y modificado el 2
de septiembre de 2011 y en su 147º período ordinario de sesiones, celebrado del 8 al 22 de marzo
de 2013, para su entrada en vigor el 1º de agosto de 2013.
Reglamento de la Corte: http://corteidh.or.cr/reglamento.cfm
Reglamento de la Comisión Interamericana: http://www.cidh.org/Basicos/Basicos10.htm
Sánchez Mojica, B. “Niños en la frontera. El papel de la Corte Interamericana de Derechos
Humanos en la protección de los derechos de los menores migrantes en situación irregular.” Hendu
Revista Latinoamericana de Derechos Humanos Vol. 3 Nº1, 2012.
30
Sánchez Mojica, B. E. y Urueña, R. “Derechos Humanos, Desplazamiento forzado y
desarrollo económico en Colombia: Una mirada a partir del impacto del Derecho internacional en
la política local.” Seminario en Latinoamérica de teoría constitucional y política. Derechos
Humanos: Posibilidades teóricas y retos prácticos. Buenos Aires: Libraria, en prensa.
UNHCR Global Trends. Displacement. The New 21st challenge, 2013.
Sentencias Corte Interamericana de Derechos Humanos
o Opinión Consultiva, Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes
Indocumentados, de 17 de septiembre de 2003.
o Opinión Consultiva, El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el
Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal,1 de octubre de 1999.
o Haitianos y Dominicanos de origen Haitiano en la República Dominicana respecto
República Dominicana. Medidas Provisionales, 18 de agosto de 2000.
o Vélez Loor contra Panamá del 23 de noviembre de 2003. Corte Internacional de
Justicia, Mexico v. United States of America, formally Avena and Other Mexican Nationals, 31 de
marzo de 2004
Tribunal Europeo de Derechos Humanos
o Abdulaziz, Cabales, y Balkandali contra Reino Unido, 28 de mayo de 1985.
o Üner contra Holanda, 18 de octubre de 2006.
